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y 63/1996; y AATC 168/1995, entre otros muchos).
«El marco natural en el que ha de intentarse la reparación
del derecho constitucional vulnerado por la actuación
del órgano jurisdiccional es el mismo proceso judicial
previo, de tal modo que, en principio, sólo cuando éste
haya finalizado por haber recaído una resolución firme
y definitiva puede entenderse agotada la vía judicial y,
consecuentemente, es posible acudir ante este Tribunal
en demanda de amparo» (SSTC 32/1994 y 147/1994).

Esta regla general sólo quiebra en casos excepcio-
nales, fundamentalmente en relación con las resolucio-
nes que acuerdan la prisión provisional, en la medida
en que puede afectar de manera irreparable a la libertad
personal (STC 247/1994 y AATC 173/1995, entre
otras).

3. A tenor de esta doctrina resulta evidente el carác-
ter prematuro y la consiguiente inadmisibilidad del pre-
sente recurso de amparo, pues al tiempo de interponerse
todavía estaba pendiente de celebración el juicio oral,
en el que el ahora demandante pudo alegar lo que a
su derecho conviniese, así como, en su caso, hacer uso
de los recursos que procediesen contra la Sentencia en
su día dictada. En particular, cabe señalar (como se hizo,
entre otras, en la STC 174/1994) que, al existir acu-
sación y haberse decretado la apertura del juicio oral,
en el procedimiento penal abreviado está previsto, al
inicio del mismo, un trámite de audiencia preliminar en
el que las partes pueden exponer lo que consideren opor-
tuno acerca de la vulneración de algún derecho fun-
damental a lo largo del procedimiento (art. 793.2
L.E.Crim.).

Apreciado el carácter prematuro del presente recurso,
resulta innecesario examinar las alegaciones relativas al
fondo, por lo que procede acoger, en este trámite, la
causa de inadmisión opuesta por el Ministerio Fiscal,
consistente en la falta de agotamiento de la vía judicial
previa ex art. 50.1 a) en relación con el art. 44.1 a),
ambos de la LOTC.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir el recurso de amparo promovido por don
Jesús Gil-Gibernau del Río.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintiséis de abril de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María
Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubricado.

12210 Sala Segunda. Sentencia 74/1999, de 26 de
abril de 1999. Recurso de amparo 104/1996.
Contra Sentencia de la Audiencia Provincial
de Barcelona dictada en recurso de apelación
contra la pronunciada por el Juzgado de lo
Penal núm. 8 de dicha ciudad que condenó
al actor como autor de una falta de impru-
dencia simple. Vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: Motivación insuficiente
de la Sentencia impugnada.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González

Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 104/96, promovido
por don Abilio Fernández Martínez, representado por el
Procurador don José Murga Rodríguez y asistido por
el Letrado don Juan Luis Rodríguez Moliner, contra la
Sentencia de la Sección Octava de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona de 29 de noviembre de 1995, rollo
de apelación 6.484/95. Ha intervenido el Ministerio Fis-
cal. Ha sido Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives
Antón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 10 de
enero de 1996, don José Murga Rodríguez, Procurador
de los Tribunales, en nombre y representación de don
Abilio Fernández Martínez, interpone recurso de amparo
contra la Sentencia de la Sección Octava de la Audiencia
Provincial de Barcelona de 29 de noviembre de 1995.
Se alega vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24 C.E.), del derecho a la legalidad penal (art.
25.1 C.E.) y del principio de igualdad (art. 14 C.E.).

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los que siguen:

A) El 18 de noviembre de 1991 se produjo un acci-
dente laboral en una obra que estaba ejecutándose en
Barcelona; en él resultó muerto José Arias Ferreiro y
herido Marcelo Estévez Cano, trabajadores ambos de
la empresa «Construcciones Arias, Sociedad Anónima»,
subcontratista de la empresa «Dragados y Construccio-
nes, Sociedad Anónima», adjudicataria directa de la obra.

B) A raíz del accidente se incoaron diligencias pre-
vias núm. 4.876/91 en el Juzgado de Instrucción núm.
22 de Barcelona, por presunto delito de «imprudencia
temeraria», que dieron lugar al procedimiento abreviado
núm. 266/93-B y a la Sentencia de 10 de marzo de
1995 del Juzgado de lo Penal núm. 8 de Barcelona;
en ella se absolvió a don Abilio Fernández Martínez del
delito del que se le acusaba y se le condenó como autor
de una falta de imprudencia simple con resultado de
muerte a la pena de 50.000 pesetas de multa con arresto
sustitutorio en caso de impago de cinco días y al pago
de 17.000.000 de pesetas en concepto de responsa-
bilidad civil. Igualmente se condenó como responsable
civil subsidiaria a la empresa «Construcciones Arias,
Sociedad Anónima». Por último, se absolvió al resto de
los coprocesados y a la empresa «Dragados y Construc-
ciones, Sociedad Anónima», en relación con la respon-
sabilidad civil que de ella se pretendía.

C) La representación legal del condenado interpuso
recurso de apelación alegando, entre otros motivos, los
siguientes: En primer lugar, infracción del art. 586 bis
del Código Penal (texto refundido 1973) al haber sido
condenado el recurrente por aplicación de este precepto
sin que concurriera el requisito de procedibilidad nece-
sario para la punición de esta falta, dado que no existió
denuncia de los perjudicados, ni ningún acto de los mis-
mos durante la sustanciación del procedimiento que pue-
da ser equiparable a ella a los efectos de inferir su volun-
tad de ejercer la acción penal. Se alega también la infrac-
ción de los arts. 112.6, 113, 114 C.P., relativos a la
prescripción de las faltas, por cuanto debió entenderse
prescrita la infracción penal al haber transcurrido el plazo
de dos meses previsto legalmente, de un lado, desde
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que sucedieron los hechos hasta que se inició el pro-
cedimiento y, de otro, en distintos momentos del pro-
cedimiento en los que se paralizó su tramitación.

D) La Sección Octava de la Audiencia Provincial de
Barcelona, en la Sentencia 29 de noviembre de 1995,
confirmó la Sentencia recurrida argumentando la deses-
timación de los motivos acabados de extractar con el
siguiente fundamento jurídico: «Que planteado por el
recurrente como primer motivo de impugnación de la
sentencia..., la prescripción de la infracción penal enjui-
ciada, dado que se condena al apelante como autor res-
ponsable de una falta de imprudencia simple con resul-
tado de muerte; solicitando así un cómputo correspon-
diente a una falta, sin embargo ello no puede ser así
dado que las actuaciones se iniciaron por delito y en
base a ello la normativa aplicable al caso no es la de
un juicio de faltas sino de delito, consecuentemente con
ello, los cómputos para la prescripción solicitada y ello
de acuerdo con lo establecido en los artículos 112, 113,
114 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, no se han
producido. Del examen de las actuaciones no se obser-
van interrupciones, suspensiones o dilaciones que se
acomoden a los plazos fijados en la Ley de Enjuicia-
miento Criminal para admitir la prescripción instada por
el recurrente».

3. La pretensión del recurrente se centra en la lesión
de los derechos a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
C.E.), a la legalidad penal (art. 25.1 C.E.) y en la vul-
neración del principio de igualdad (art. 14 C.E.). Con-
forme a la misma:

A) La Sentencia de la Audiencia Provincial incurre
en incongruencia omisiva, y, por ello, vulnera el derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) del recurrente
al no contestar a la cuestión planteada sobre la falta
del requisito de procedibilidad de denuncia del ofendido.
Se trata de una omisión con trascendencia para la vul-
neración del derecho constitucional en la medida en que,
de un lado, se refiere a una pretensión nuclear que, de
ser admitida, impediría un pronunciamiento sobre el fon-
do y produciría la absolución del acusado. De otro, no
puede entenderse que exista una desestimación tácita
de la misma, pues no sólo no existió ninguna alusión
remota a la pretensión, sino que de la lectura del fun-
damento jurídico primero se infiere que se trata de un
olvido del Tribunal, pues entró a considerar como primer
motivo del recurso el que constituía el segundo, dejando
de esta manera sin respuesta la cuestión de la falta del
requisito de procedibilidad.

B) La Sentencia de la Audiencia Provincial de Bar-
celona, al confirmar la condena por aplicación del art.
586 bis del C.P., y la Sentencia del Juzgado de lo Penal,
vulneraron el derecho a la legalidad penal (art. 25.1 C.E.)
al aplicar este precepto sin que concurriera un elemento
objetivo de la infracción penal cual es el de la previa
denuncia del ofendido. La subsunción del hecho en el
art. 586 bis C.P. supone un error manifiesto, «ya que
de manera evidente y sin necesidad de un análisis de
fondo la norma indicada resulta inaplicable al caso», en
la medida en que no existió denuncia ni ninguna de
las formas que podrían sustituirla, no se han cumplido
materialmente todos los presupuestos del precepto
penal. La falta de denuncia del ofendido debió haber
generado la exención de la responsabilidad penal del
recurrente y al no haberse declarado dicha exención se
vulneró la garantía material que contiene el principio
de legalidad sobre la «descripción de un supuesto de
hecho estrictamente determinado».

C) La aplicación al caso de las normas sobre pres-
cripción de delitos vulneró el derecho a la igualdad del
recurrente (art. 14 C.E.), pues los hechos fueron cali-
ficados de falta y, por lo tanto, no cabe otra aplicación

de las normas de prescripción que la del cómputo del
plazo de dos meses previsto legalmente para las faltas,
y ello con independencia de cuál haya sido el proce-
dimiento de tramitación seguido. La igualdad ante la
Ley exige el mismo tratamiento para infracciones iguales,
de forma que si los hechos son constitutivos de falta
debe aplicarse la normativa de prescripción de las faltas,
y la aplicación de las normas de prescripción de delitos
constituye un tratamiento desigual para infracciones
iguales.

D) La Sentencia, al no aplicar la normativa vigente
al supuesto de hecho calificado de falta, vulnera el dere-
cho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) y coloca
al recurrente en situación de indefensión «por cuanto
dicha resolución judicial excluye expresamente las nor-
mas que regulan sustantivamente la prescripción de las
faltas cuando la condena al recurrente es precisamente
por una falta calificada judicialmente».

E) El recurrente, además de la estimación del ampa-
ro con los efectos oportunos, solicitó la suspensión de
la ejecución de las Sentencias impugnadas por consi-
derar que su ejecución ocasionaría un perjuicio al
recurrente que haría perder al amparo su finalidad, sin
que, paralelamente, la suspensión solicitada genere nin-
guna perturbación grave de los intereses generales o
derechos fundamentales o libertades públicas de un
tercero.

4. Por providencia de 29 de marzo de 1996, la Sec-
ción Tercera acordó por unanimidad admitir a trámite
la demanda de amparo y, en aplicación de lo dispuesto
en el art. 51 LOTC, dirigir comunicaciones a la Sección
Octava de la Audiencia Provincial y al Juzgado de lo
Penal núm. 8, ambos de Barcelona, para que, en el plazo
de diez días, remitieran las actuaciones, y este último
emplazare a los que fueran parte en el proceso, con
excepción del recurrente, para su posible comparecencia
en el proceso de amparo.

5. Por providencia 15 de julio de 1996, la Sección
acordó dar vista de las actuaciones a la parte recurrente
y al Ministerio Fiscal por plazo común de veinte días,
para que, de conformidad con lo establecido en el
art. 52.1 LOTC, realizasen las alegaciones que estimaren
pertinentes.

6. El Ministerio Fiscal, por escrito registrado en este
Tribunal el 31 de julio de 1996, interesa la estimación
del amparo al apreciar la vulneración del derecho cons-
titucional a la tutela judicial efectiva debido a la incon-
gruencia omisiva en que incurre la Sentencia de la
Audiencia Provincial de Barcelona al no dar respuesta
a la cuestión de la ausencia de denuncia de los per-
judicados. Asimismo, entiende que este Tribunal no pue-
de entrar a examinar la pretensión de vulneración del
derecho a la legalidad penal hasta tanto la Audiencia
Provincial no se haya pronunciado sobre el fondo de
la cuestión relativa a si procedía la absolución del con-
denado por no existir denuncia del ofendido; un pro-
nunciamiento de este Tribunal sobre este extremo vul-
neraría la subsidiariedad del recurso de amparo en la
protección de los derechos fundamentales, y no sería
posible dado que no se habría agotado la vía judicial
previa [art. 44.1 a) en relación con el art. 50.1 a) LOTC].

Subsidiariamente, considera el Ministerio Fiscal que
la condena por la falta del art. 586 bis C.P. no vulnera
el derecho a la legalidad penal: En primer término, porque
existió una declaración expresa de los ofendidos que
demuestra su voluntad de que se persiguiera la infracción
penal y ello ha de entenderse materialmente equivalente
a la denuncia del ofendido. Así, la viuda del accidentado
declaró en el juicio oral que, aunque firmó el escrito
de renuncia a ejercer la acción penal, lo hizo sin conocer
el alcance de lo que firmaba; que, por ello, no lo ratificó
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y que dejaba en manos del Ministerio Fiscal la perse-
cución de la infracción, sin perjuicio de que se reservaba
el derecho a nombrar abogado o pedirlo de oficio para
el caso de que el Ministerio Fiscal no formulase la acu-
sación. En este contexto, sostiene el Ministerio Fiscal
la improcedencia de exigir la presentación formal de una
denuncia del ofendido, cuando el procedimiento se ha
seguido por delito y existen actos equivalentes a la mis-
ma. En segundo lugar, advierte el Ministerio Fiscal, que
resulta muy discutible que este requisito de procedibi-
lidad sea un auténtico elemento constitutivo de la infrac-
ción penal de cara a entender vulnerado el derecho a
la legalidad penal (art. 25.1 C.E.).

Por último, en relación con las vulneraciones aducidas
respecto a la aplicación de las normas de prescripción
de delitos, argumenta el Ministerio Fiscal, de un lado,
el carácter retórico de la invocación del derecho a la
igualdad al no aportar un término de comparación, y,
de otro, la ausencia de vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva en la medida en que el recurrente
no sólo ha obtenido una resolución razonada y fundada
en Derecho, sino dado que la problemática relativa a
la prescripción constituye una cuestión de legalidad
ordinaria.

7. Por escrito registrado ante este Tribunal el 4 de
septiembre de 1996 el recurrente reiteró, en trámite
de alegaciones, sus pretensiones de amparo y las fun-
damentaciones que las sustentan.

8. Por providencia 29 de marzo de 1996, la Sección
Tercera acordó formar la oportuna pieza de suspensión
y, de conformidad con lo dispuesto en el art. 56 LOTC,
conceder plazo común de tres días a la parte recurrente
y al Ministerio Fiscal para que alegasen lo que estimaren
oportuno respecto de la suspensión solicitada.

9. Por Auto 8 de julio de 1996, la Sala Segunda
acordó acceder parcialmente a la suspensión de la eje-
cución de la Sentencia de 29 de noviembre de 1995,
dictada por la Sección Octava de la Audiencia Provincial
de Barcelona, en lo que se refería al arresto sustitutorio,
para caso de impago de la multa, impuesto por la misma,
denegando la suspensión del resto de sus pronuncia-
mientos.

10. Por providencia de fecha 22 de abril de 1995,
se señaló para la deliberación y fallo de esta Sentencia
el día 26 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La pretensión de amparo se centra, como se ha
expuesto con detalle en el antecedente tercero, en primer
término, en la doble vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) en la que habría incurrido
la Sentencia de la Sección Octava de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona, de un lado, al dejar sin respuesta
la cuestión alegada en el recurso de apelación de la
falta del requisito de procedibilidad de la denuncia del
ofendido, y, de otro, al no constituir una motivación fun-
dada en Derecho la aplicación de las normas reguladoras
de la prescripción de delitos al caso examinado, cali-
ficado de falta de imprudencia simple del art. 586.bis
del C.P. (texto refundido 1973). En segundo término,
la demanda de amparo denuncia la infracción del dere-
cho a la legalidad penal (art. 25.1 C.E.) en la medida
en que se habría condenado al acusado sin que con-
curriera el «elemento objetivo de la infracción penal»
consistente en la denuncia del ofendido, y la violación
del principio de igualdad (art. 14 C.E.) al aplicar a una
falta la normativa de prescripción legalmente prevista
para los delitos.

2. Comenzando por la primera de las vulneraciones
de derecho a la tutela judicial (art. 24.1 C.E.) aducidas,
sostiene el recurrente, y el Ministerio Fiscal argumenta

en su defensa, que la resolución dictada al resolver la
apelación ha incurrido en el defecto de incongruencia
omisiva, dado que deja sin respuesta expresa o tácita
la cuestión suscitada en el recurso de la falta de denuncia
del ofendido, constituyendo éste un requisito de pro-
cedibilidad sin el cual procedía la absolución del pro-
cesado. Pues bien, ha de darse la razón al recurrente,
no sólo en cuanto al hecho de que se produjo el defecto
señalado, sino también en que el mismo generó la vul-
neración del derecho a la tutela judicial sin indefensión
del condenado.

Es doctrina reiterada de este Tribunal, desde su STC
20/1982 (fundamento jurídico 2.o), que, si bien es cierto
que la incongruencia omisiva constituye un defecto
capaz de generar la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva, sin embargo, no todos los supuestos
«son susceptibles de una solución unívoca, debiendo
ponderarse las circunstancias concurrentes en cada
caso» para determinar si el silencio de la resolución judi-
cial constituye una auténtica lesión del art. 24.1 C.E.,
o si, por el contrario, «puede razonablemente interpre-
tarse como una desestimación tácita que satisfaga las
exigencias del derecho a la tutela judicial efectiva» (entre
muchas, SSTC 175/1990, fundamento jurídico 2.o,
88/1992, fundamento jurídico 2.o, 26/1997, fundamen-
to jurídico 4.o, 83/1998, fundamento jurídico 3.o, y Sen-
tencias del T.E.D.H. de 9 de diciembre de 1994, caso
Ruiz Torija c. España e Hiro Bolani c. España). Así, se
ha diferenciado entre las alegaciones aducidas por las
partes para fundamentar sus pretensiones y las preten-
siones en sí mismas consideradas: Respecto de las pri-
meras, no es necesaria una contestación explícita y por-
menorizada a todas y cada una de ellas, siendo suficiente,
en atención a las circunstancias particulares del caso,
una respuesta global; sin embargo la exigencia de con-
gruencia referida a la pretensión misma, es más rigurosa.
Pues, en este caso, para poder apreciar la existencia
de una respuesta tácita y no de una mera omisión es
necesario «que del conjunto de los razonamientos con-
tenidos en la resolución pueda deducirse razonablemen-
te no sólo que el órgano judicial ha valorado la pretensión
deducida, sino además, los motivos fundamentadores
de la respuesta tácita» (STC 26/1997, fundamento jurí-
dico 4.o).

3. Aplicando la anterior doctrina al supuesto exa-
minado, ha de concluirse que existió una omisión sobre
un elemento esencial de la pretensión, que no puede
ser entendida como desestimación tácita, y que se pro-
yectó sobre una cuestión de la que dependía el sentido
de la resolución. En primer lugar, se constata con claridad
la existencia de una falta de respuesta expresa referida
a los fundamentos sobre los que el recurrente sustentaba
la petición de absolución derivada de la falta de denuncia
del ofendido. La omisión tuvo lugar, formalmente, al ana-
lizar como primer motivo del recurso el que aparecía
alegado en segundo lugar, y materialmente, silenciando
toda respuesta a la cuestión de si existió o no denuncia
del ofendido. Este silencio de la Sala en la resolución
no puede ser entendido, por otra parte, como una deses-
timación tácita de la pretensión, es decir, como una cierta
fundamentación de la concurrencia de denuncia del ofen-
dido, pues no puede deducirse razonablemente del con-
junto de los razonamientos contenidos en la resolución
ni que el órgano judicial valoró la pretensión, ni, menos
aún, los motivos que hipotéticamente fundamentarían
una respuesta tácita. Por último, se trataba ciertamente
de un pretensión esencial de la que dependía el fallo
no sólo formalmente, sino, que, como alega el recurrente,
se impedía al tribunal el examen de fondo del asunto,
es decir, el enjuiciamiento penal de los hechos imputados
al acusado, si estimaba la carencia del requisito de pro-
cedibilidad alegado.
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Por todo ello hay que dar la razón al recurrente en
cuanto que la resolución impugnada vulneró su derecho
a la tutela judicial efectiva al no dar respuesta a la cues-
tión esencial de si concurrió o no denuncia del ofendido.
En consecuencia, procede otorgar el amparo solicitado
por esta causa, por lo que, para restablecer al recurrente
en su derecho, será necesario retrotraer las actuaciones
al momento anterior al de dictar sentencia de apelación,
a fin de que la Audiencia dé respuesta a la cuestión
planteada por el recurrente.

La estimación del amparo por la vulneración del art.
24.1 determina, en este caso, que resulte improcedente
resolver ahora la pretensión relativa a si se ha vulnerado
o no el principio de legalidad penal (art. 25.1 C.E.), que
exige la previa respuesta judicial a la anterior pretensión,
al fundamentarse igualmente en la ausencia de denuncia
y, asimismo, que sea innecesario examinar las restantes
pretensiones aducidas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por don
Abilio Fernández Martínez y, en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho a la
tutela judicial efectiva del recurrente.

a) Anular la Sentencia de 29 de noviembre de 1995,
dictada por la Sección Octava de la Audiencia Provincial
de Barcelona en el rollo de apelación núm 6.484/95.

b) Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior al de dictarse la Sentencia anulada,
a fin de que la Sección Octava de la Audiencia Provincial
de Barcelona dicte otra en la que, conforme al funda-
mento jurídico 3.o de esta resolución, resuelva todos
los motivos del recurso de apelación.

2.o Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintiséis de abril de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael
de Mendizábal y Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmados y rubri-
cados.

12211 Sala Segunda. Sentencia 75/1999, de 26 de
abr i l de 1999. Recurso de amparo
1.589/1996. Contra dilaciones padecidas en
la tramitación de incidente de oposición a las
medidas provisionales decretadas por el Juz-
gado de Primera Instancia núm. 3 de Maja-
dahonda en proceso de separación matrimo-
nial. Supuesta vulneración del derecho a un
procedimiento sin dilaciones: carencia sobre-
venida del derecho invocado debida a inac-
tividad del recurrente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde

Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.589/96, promovido
por don José María Monedero de Frutos, representado
por el Procurador don Nicolás Álvarez del Real y asistido
por el Letrado don Manuel Monedero de Frutos, frente
a las dilaciones padecidas como consecuencia de la inac-
tividad del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Maja-
dahonda en incidente de oposición a las medidas pro-
visionales decretadas por dicho Juzgado en proceso de
separación matrimonial. Ha intervenido el Ministerio Fis-
cal. Ha sido Ponente el Magistrado don Guillermo Jimé-
nez Sánchez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 16 de
abril de 1996, don Nicolás Álvarez del Real, Procurador
de los Tribunales, en nombre y representación de don
José María Monedero de Frutos, interpone recurso de
amparo frente a las dilaciones padecidas como conse-
cuencia de la inactividad del Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 3 de Majadahonda en el incidente de opo-
sición formulado por el recurrente contra las medidas
provisionales decretadas en el proceso de separación
matrimonial núm. 254/93, seguido ante dicho Juzgado.

2. Los hechos de los que trae causa el recurso de
amparo son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El 7 de abril de 1993 el recurrente formuló
demanda de separación matrimonial ante el Juzgado
de Primera Instancia núm. 3 de Majadahonda, solicitando
su admisión a trámite y la adopción de determinadas
medidas provisionales durante la substanciación del
proceso.

b) El 1 de junio de 1993 dicho Juzgado dictó Auto
de medidas provisionales. No conforme con su conte-
nido, el demandante formuló oposición contra dicho
Auto mediante escrito registrado en la sede judicial el
16 de junio de 1993. Mediante providencia de 30 de
julio de 1993 el Juzgado tuvo por presentado el referido
escrito, ordenando la formación de la correspondiente
pieza separada y el traslado a la parte demandada, que
formuló sus alegaciones solicitando el recibimiento del
pleito a prueba por escrito registrado el 6 de octubre
de 1993.

c) Al no obtener respuesta alguna por parte del órga-
no judicial a dicha oposición, el recurrente, que ya había
presentado en el Juzgado el día 6 de septiembre de
1993 escrito en el que denunciaba la existencia de dila-
ciones indebidas y solicitaba la resolución del incidente
por él suscitado, volvió a reiterar dicha petición por escri-
to registrado en la sede judicial el 24 de abril de 1995.

d) El 1 de septiembre de 1995 recayó Sentencia
sobre el asunto principal, en la que el Juzgado, con una
nueva titular, procedió a ratificar las medidas provisio-
nales adoptadas por el Auto de 1 de junio de 1993.
Dicha Sentencia fue recurrida en apelación el 8 de sep-
tiembre de 1995 por el ahora recurrente en amparo.

3. La demanda de amparo denuncia la vulneración
del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas reco-
nocido en el art. 24.2 C.E., incluyendo asimismo una
referencia (en virtud de lo dispuesto en el art. 10.2 C.E.)
al art. 14.3 c) del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos y al art. 6.1 del Convenio para la Protección


